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(Sin corregir) 


PRESIDE: Señor Representante Julio Bango. 


MIEMBROS: Señoras Representantes Verónica Alonso, Susana Pereyra y Berta Sanseverino; y señores 
Representantes Gustavo Cersósimo, Juan Manuel Garino Gruss, Doreen Javier Ibarra, 
Felipe Michelini, Mario Silvera y Juan C. 


INVITADOS: — Señores Presidente del Directorio del Banco de Seguros del Estado, Mario Eduardo Castro 
Laborda, y Director de la División Actuarial, ingeniero Marcelo de Polsi. (ver exposición) 


Señor Catedrático de Derecho Tributario de la UDELAR, escribano Carlos Scirgalea. (ver 
exposición) 


SEÑOR PRESIDENTE (Bango).- Habiendo número, está abierta la reunión. 

Se pasa a considerar el asunto que figura en primer término del orden del día: "Elección de Vicepresidente". 
SEÑORA ALONSO.- En nombre del Partido Nacional, vamos a solicitar que se aplace la consideración 
de este asunto para la próxima sesión. Sabemos que la Vicepresidencia le corresponde al Partido 


Nacional, pero queremos definir al Diputado o a la Diputada que ocupará este cargo en los acuerdos 
que realizamos entre todos los sectores. 


Por lo tanto, como dije, solicitamos que se posponga la consideración de este asunto para la próxima sesión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no hay inconveniente, pasaremos este tema como primer punto del orden 
del día de la próxima sesión. 


(Ingresa a Sala una delegación del Banco de Seguros del Estado) 


——- La Comisión Especial de Población y Desarrollo tiene mucho gusto en recibir al Presidente del Banco 
de Seguros del Estado, señor Mario Castro, y al Director de la División Actuarial, ingeniero Marcelo De 


Polsi, a quienes agradecemos su rápida respuesta al requerimiento de esta Comisión. 


Como habrán leído en la carta que enviamos, esta Comisión está considerando el proyecto de ley de 
Voluntariado Social, que complementará una ley que ya existe en el país. En virtud del estado en que se 
encuentra la discusión, queríamos conocer su opinión, en particular, sobre el artículo 7* del proyecto, ya que 
en el literal F) se prevé la provisión de un seguro para las personas que desarrollen el papel de voluntarios. 
Por supuesto que a la hora de aprobar este proyecto, que está siendo analizado por todos los partidos, 
queremos hacerlo con la mayor seguridad posible, a fin de obtener leyes que se puedan cumplir y ejecutar. 
Seguramente, habrán recibido la versión taquigráfica de la última sesión y el proyecto de ley, por lo que nos 
gustaría escuchar la opinión del Presidente del Banco para luego habilitar un espacio a fin de que los señores 
Diputados formulen las dudas o las consultas que entiendan pertinentes. 


SEÑOR CASTRO.- Nosotros hemos tenido algunas experiencias puntuales con respecto a este tema, 
por ejemplo, con el Plan Juntos y con algún otro plan de trabajo, sobre todo en el ámbito de la 
educación. 


Entonces, como advertimos que el tema iba a ser considerado, comenzamos a analizar la posibilidad de 
elaborar un producto específico, teniendo en cuenta que no está comprendido en la ley de accidentes de 
trabajo, que tiene algunas características particulares y que la tarea a desarrollar implica un riesgo para los 
voluntarios. 


Concurrí a esta reunión acompañado por el ingeniero Marcelo De Polsi, que es nuestro Director de Actuaría y 
de Productos, que tiene la especialidad en este tema y a quien le hemos encomendado este trabajo. 


En principio después abundaremos más sobre el tema, no se trataría de un producto específico de accidentes 
de trabajo, ya que el voluntariado tiene dos características: no tiene salario ni patrón, más allá de que se trate 
de una tarea que se lleve a cabo a requerimiento o a voluntad para algún emprendimiento en particular. De 
todos modos, la tarea tiene riesgos, los cuales pueden requerir atención médica que podemos cubrir o la 
necesidad de otorgar una renta temporal esto se debe dilucidar, por los días de inhabilitación por la ocurrencia 
de un siniestro, o una renta vitalicia, si la lesión es grave y la persona queda con secuelas o alguna 
incapacidad. Entonces, en principio lo que estamos viendo es un tipo de seguro de accidentes personales, que 
puede cubrir ambos aspectos. Podemos hacernos cargo de la atención médica y también de la cobertura de 
una renta, cuyo costo estará vinculado al riesgo. No es lo mismo ser un voluntario en la educación que ser un 
voluntario en la construcción. Entonces, son riesgos distintos y tendrían costos distintos. 


Naturalmente, con los mismos criterios que la ley de accidentes de trabajo no pretende obtener ganancias 
sino brindar un servicio, el Banco tampoco puede hacerse cargo de subsidios sobre la actividad sino, en todo 
caso, tratar de ser lo más ajustado posible en cuanto a no tener ganancias y no tener pérdidas. Estos son los 
criterios generales de lo que hemos visto. 


SEÑOR DE POLSI.- Básicamente, el Presidente mencionó las bases sobre las cuales hemos venido 
trabajando en el Banco, fundamentalmente buscando un producto que, en cierta forma, cubriera los 
espacios o los agujeros que deja la ley de accidentes del trabajo en varios aspectos. 


Estábamos pensando en algo que cubriera, tanto las tareas de voluntariado como, por ejemplo, el caso de los 
deportistas y de los artistas, que tampoco están cubiertos por el seguro de accidentes de trabajo, y otra serie 
de aspectos. Básicamente, lo que caracteriza a este tipo de cobertura es que el seguro de accidentes de trabajo 
está pensado sobre la base de un seguro de responsabilidad civil patronal. Este tipo de actividades no encajan 
directamente, porque no existe claramente una relación de dependencia a la que pueda asignarse una 
responsabilidad específica sobre el patrón. El segundo hecho bien claro es que, normalmente, el seguro de 
accidentes de trabajo está vinculado a la remuneración del trabajador. Toda la base de las remuneraciones 
viene asociada a eso, independientemente de la cobertura sanitaria. Tanto la renta vitalicia como la renta 
temporaria están vinculadas a restituir al trabajador las condiciones que tiene cuando realiza la actividad, y 
que no sufra por esas condiciones. Entonces, esta cobertura tiene bases diferenciadas en ese sentido. Creemos 
que encaja en lo que requeriría la sociedad para restituir a una persona que hace tareas voluntarias. 
Básicamente, el centro de esta cobertura es la asistencia médica. Creo que una de las cosas principales que 


debemos asegurar a la persona que hace tareas de voluntariado es la asistencia médica si sufre un accidente al 
momento del trabajo. Ese es el centro de lo que estábamos pensando. 


El producto que nosotros pensábamos era bastante configurable y habría que ver, en su momento, los 
mínimos que dispone la reglamentación a los efectos de la cobertura. Básicamente, las cosas adicionales que 
puede contener un seguro de este tipo es una cobertura de muerte por accidente. Cuando no hay una actividad 
remunerada, trabajamos sobre la base de salario mínimo nacional. Por ejemplo, se fija una cantidad de 
salarios mínimos nacionales como remuneración en caso de fallecimiento. 


Otra de las cosas clásicas que nos parece que correspondería aplicar sería algún tipo de cobertura en los casos 
de incapacidades permanentes que pudiera sufrir la persona. Si bien no está vinculado estrictamente a una 
remuneración, obviamente a la persona que sufre una incapacidad permanente en el transcurso de su 
actividad de voluntariado le va a significar una rebaja en sus posibles ingresos futuros a partir de ese 
momento. Entonces, una de las coberturas que normalmente pensamos que podría ser interesante de cubrir es 
una renta permanente a esa persona que sufrió ese accidente y quizás también una renta temporaria durante el 
momento de su asistencia médica. En realidad, los costos de esto van a estar asociados al conjunto de 
módulos que se quiera establecer como cobertura. 


Por supuesto, yo creo que de acuerdo con la lectura de las versiones taquigráficas anteriores, también 
preocupa el costo que pueda tener esa cobertura, el incentivo o no que eso pueda significar y las horas que el 
voluntario esté afectado a esa tarea. Obviamente, el riesgo depende del tipo de actividad y de la cantidad de 
horas que esté expuesto a la tarea. Si tiene ocho horas en el desarrollo de una actividad determinada, va a ser 
uno y si está una hora va a ser otro. Entonces, hay una gran variabilidad en las posibilidades de costo, por lo 
cual es difícil dar una idea general respecto al tipo de cobertura, pero los seguros de accidentes son los 
seguros clásicos de costo menor. Es el seguro que se utiliza normalmente para todo lo que es promoción de 
los microseguros. Son costos relativamente accesibles. Les puedo dar algún ejemplo de un tipo de cobertura. 
Por ejemplo, pensemos en una actividad de tareas administrativas sobre la base de cinco salarios mínimos 
nacionales: tiene una cobertura que cubre una muerte accidental de treinta y seis salarios mínimos nacionales, 
una incapacidad que cobra el 100% de ese básico cinco salarios mínimos nacionales, y un 30% en el caso de 
una incapacidad parcial. Este seguro tiene un costo anual de $ 3.200 para una cobertura de ocho horas. Es una 
cobertura que tiene un capital bastante alto y es muy razonable para un costo anual. Esto habría que verlo en 
la actividad específica y en los tiempos específicos que haya que cubrir. 


SEÑORA PEREYRA.- ¿La edad tiene que ver? 


SEÑOR DE POLSI.- En el caso de los seguros de accidentes, la edad es un elemento pero no tan 
determinante. En general, las compañías de seguros no tarifan en función de la edad sino de la 
actividad principal. Un seguro de accidentes personales normalmente cubre las veinticuatro horas, 
pero es tan determinante la actividad que normalmente se tarifa en función de la ocupación de la 
persona, independientemente de que la cubra las veinticuatro horas. Esto está ajustado a cubrir 
únicamente en el momento de la actividad de voluntariado. Si se trata de una actividad de 
voluntariado en la construcción, el costo de ocho horas puede ser superior, pero siempre se puede 
"jugar" entre comillas con los alcances, los tamaños, los capitales de las coberturas, y con la cantidad 
de bloques que yo les planteaba que se podían poner. La cobertura para incapacidad temporaria 
quizás no sea necesaria porque el voluntario no recibe una remuneración durante su trabajo, entonces 
no se necesita que se le cubra una renta temporaria en el momento en que realiza su asistencia médica, 
porque normalmente no tiene esa remuneración. Eso va a ser como la Comisión y el Parlamento lo 
quieran decidir y como lo fije la reglamentación. De repente si ustedes nos explicaran un poco más el 
tipo de cobertura que quisieran dar, podríamos traer un trabajo más específico y con distintos 
ejemplos para diferentes actividades clásicas que se puedan establecer. 


SEÑORA SANSEVERINO.- Buenos días y muchas gracias. 


Tenemos este proyecto desde hace varios meses. Se viene trabajando mucho en esta línea en los mencionados 
Plan Juntos y Plan Ceibal, actividades que ha desarrollado el MIDES. En este caso, estamos trabajando en el 
voluntariado, que se organiza a través de asociaciones sin fines de lucro. Luego, ellas trabajarán asociadas a 
programas públicos o privados. 


Es claro que muchos aspectos van a ir en la reglamentación, pero creo que hay otros que deben ir en la ley 
para que queden bien claros, porque tenemos un gran abanico de voluntariado y hay que encontrar algunas 
soluciones. Por ejemplo, Un Techo para mi País tiene un trabajo permanente en la sociedad, hace trabajo por 
su cuenta y puede que se asocie a algún programa que esté llevando el Gobierno. Ahí hay una cantidad de 
jóvenes que hacen tareas de voluntarios; si tienen una accidente, si se caen cuando están armando las casitas 
de madera, van a ir contra la institución donde ellos están trabajando, que es Un Techo para mi País. 
Entonces me parece que en la ley tiene que quedar claro que hay actividades que requieren que haya un 
registro de voluntarios y quién paga el seguro de accidente. La cobertura la va a pagar la institución donde 
esos voluntarios trabajan, en este caso Un Techo para mi País, que deberá tener un acuerdo con el Banco de 
Seguros del Estado para cubrir los accidentes que puedan tener esos jóvenes en la tarea. Pongo este ejemplo 
pero podría poner otros: Gurises Unidos, El Abrojo, todos los que hacen trabajo de voluntariado. 


El problema es que tenemos un voluntariado muy ocasional y muy puntual, y las organizaciones piden que no 
haya cuestiones que terminen burocratizándolo. Por ejemplo, en el Día del Medio Ambiente se hacen muchas 
actividades de voluntariado: actividades sobre el medio ambiente, sobre la promoción de conductas 
saludables para resolver el tema del calentamiento global del planeta, concentraciones, reparto de materiales, 
folletos, difusión de videos, y ahí hay una concentración de cientos de personas. Entonces dicen que si les 
pedimos registro de cada tarea y que todo esté estructurado, el trabajo se vuelve muy complejo. A mi modo 
de ver a lo mejor no es así, el seguro está muy asociado a un voluntariado que requiere un registro y una 
intervención. Pero hay un voluntariado más ocasional, y habría que ver si en esa tarea o en esa concentración 
hay un accidente. Por ejemplo, una señora se cayó en una actividad sobre la infancia y ella quiso tener una 
cobertura. No tuvo éxito porque no estaba en ningún registro, nadie sabía por quién había venido; todo estaba 
muy poco nítido. Me parece interesante ver qué cosas van en la ley y qué cosas van después en el reglamento. 


SEÑOR CERSÓSIMO.- Se diría que lo que estamos buscando es un asesoramiento del Banco de 
Seguros del Estado, por lo que lo primero que les vamos a pedir, si la Comisión está de acuerdo, es que 
nos proporcionen información de productos de seguros para voluntariados que existen en todas partes 
del mundo, por ejemplo en España, que es el referente que se ha seguido en este caso. Esto es algo que 
funciona y que está legislado y contemplado, por lo que en función de la especialización de ustedes 
sería bueno que la Comisión contara con esa información. 


Me quedó la duda de cuando mencionaron que en lugar de patrón es empleador. En el caso del voluntariado, 
la figura de la institución que recibe el servicio del voluntario es asimilable a la figura del empleador. Si hay 
algún reclamo que hacer el voluntario lo hace directo a la institución, como decía la Diputada Sanseverino. 
Por lo tanto, ahí tenemos alguna legislación, como la ley de accidentes de trabajo que puede darnos un marco 
para apoyarnos. No entendí bien por qué no podemos funcionar por ese lado. 


La otra pregunta es si ustedes trabajan sobre fictos, por ejemplo, no sé para qué actividad sería el modelo que 
nos dieron sobre un posible seguro. El trabajo de los voluntarios es muy variado, puede ser en vivienda, en la 
parte administrativa o en otro tipo de actividad. | No sé a qué apuntan. ¿Esa propuesta de remunerar una renta 
temporaria o vitalicia se maneja con fictos sobre determinada actividad? Si el voluntario tiene una actividad 
que no puede seguir cumpliendo luego del siniestro, ¿habría que indemnizarlo o se le asegura sobre un ficto 
específico? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Más allá de que el proyecto tiene una disposición transitoria que se refiere a 
un voluntariado ocasional tendríamos que definir el concepto, podría haber actividades de 
voluntariado que se realicen durante un año o, sin ser ocasionales, durante tres meses, y habría que ver 
si esto se toma en cuenta como variable para calcular el seguro. No estoy hablando solo de las horas-día 
ocho, cuatro, dos sino del tiempo total de ejercicio del voluntariado. Supongo que eso también podrá 
calcularse. 


La idea es tratar de dibujar algún ejemplo y hacer el ejercicio de plantearse algún escenario como el que 
planteaba el ingeniero De Polsi. 


SEÑOR DE POLSI.- Una cuestión básica de los seguros, como planteaba la señora Diputada, es la 
necesidad de medir el riesgo y tener previsibilidad sobre el riesgo posible que la compañía de seguros 
está asumiendo. Normalmente, este tipo de cobertura se hace sobre la base de una plantilla efectiva de 


personas. Quizás podría haber una cobertura para los participantes en determinadas actividades 
puntuales y específicas de voluntariado en lo que hace, por ejemplo, a la asistencia médica si se 
produce algún tipo de accidente. En ese caso, el Banco no exigiría una nómina específica que aparte no 
se puede saber de todos los que van a acudir a un evento de determinadas características y se estaría 
cubriendo el evento, como cuando se cubre un espectáculo en un estadio o algo por el estilo. Podría 
darse un tipo de cobertura que surja de la combinación de cubrir una nómina de personas en 
determinadas condiciones y un evento específico, básicamente en lo que hace a la asistencia médica. Se 
podría pensar en un seguro con ese tipo de cobertura, pero para una compañía de seguros es difícil 
asumir una cobertura de muerte, de incapacidad o de renta temporaria para el que participa 
eventualmente de una actividad de ese tipo, salvo que se pudiera medir de alguna forma el grado de 
exposición al riesgo a que nos presentaríamos como Banco. Creo que se podría buscar una cobertura 
que por lo menos dé ciertas garantías para las personas que participan de la actividad. 


No conozco especificamente la experiencia española pero me comprometo a estudiarla y ver qué puede ser de 
aplicación para nosotros. 


Quiero aclarar un detalle con respecto a la comparación entre la cobertura de accidentes de trabajo y este tipo 
de cobertura. La ley sobre accidentes de trabajo establece una serie de contrapartidas de coberturas tanto para 
el trabajador como para el empleador. Normalmente, el empleador que contrata el seguro por accidentes de 
trabajo tiene la cobertura de su responsabilidad civil y al trabajador le significa una cobertura específica sobre 
el conjunto de su actividad laboral y también significa límites sobre las cosas que podría realizar contra su 
patrón. La ley sobre accidentes de trabajo limita las acciones que el trabajador puede emprender contra el 
patrón; le dice al trabajador que está cubierto y al patrón que contrata el seguro le garantiza que, si no hay 
culpa grave o dolo, el trabajador no puede emprender acciones por fuera de lo establecido. 


El problema que se presenta es que cuando no hay una relación de dependencia específica, esa posibilidad 
salvo que se modifique el marco legal sigue existiendo. La institución puede tener un seguro por accidentes e, 
independientemente de la cobertura que se establezca, si se produce un accidente, el voluntario podría hacer 
por fuera, a través de la Justicia civil, lo que no se puede hacer cuando se trata de una actividad realizada en 
relación de dependencia. Es decir que esto da cierta protección, pero no exime a la entidad de las acciones 
civiles por lucro cesante, etcétera, que el voluntario pueda emprender contra ella. 


SEÑOR CERSÓSIMO.- En ese caso puede ir por responsabilidad extracontractual, que es posible en 
cualquier situación. 


SEÑOR DE POLSI.- En el caso de un accidente en el trabajo, si el patrón cumplió con la exigencia en 
materia de normas de seguridad e higiene y de la contratación del seguro por accidentes de trabajo, el 
trabajador no puede acudir a la Justicia civil por encima de lo que plantea la ley. No le puede hacer un 
juicio por daños y perjuicios, por daño moral o lo que esa. Esa es la contrapartida de seguridad que da 
la ley sobre accidentes de trabajo al patrón. Es la limitante que se establece en este sistema de 
garantías de ambos lados que establece la ley. En principio, eso no correría en este caso, podría estar 
cubierto pero además el voluntario podría ir contra la entidad que le produjo el daño. 


SEÑOR CASTRO.- Otra de las diferencias es que en el caso de accidentes de trabajo se fija un salario 
y las rentas se sirven en función del salario que percibe el trabajador. Por eso, como acá no hay un 
salario, establecíamos algunos fictos. 


También está la diferencia de relación. En el caso de la relación empleador y empleado hay distintas 
obligaciones establecidas exhaustivamente por la ley sobre accidentes de trabajo. En este caso, el Parlamento 
deberá establecer hasta dónde van las obligaciones, las responsabilidades de cada parte y qué debería cubrir 
cada una de ellas, en una relación diferente a la del trabajo dependiente. 


SEÑORA SANSEVERINO.- En cuanto a lo que decía el ingeniero De Polsi, también podría suceder 
que en cumplimiento de las tareas de voluntariado, la organización se exceda, se salga un poco del 
patrón de acciones que se fijaron para el voluntario y lo ponga más en riesgo. Generalmente hay 
voluntarios de todas las edades, incluso desde los trece años. Entonces, en el caso de que sufra un 
accidente o tenga un problema por esas circunstancias, se generarían otras acciones. ¿Es así? 


SEÑOR DE POLSI.- De acuerdo con el ordenamiento vigente y si no se modifica específicamente en 
este proyecto de ley, el hecho de contratar una cobertura de accidentes no le impide al voluntario 
emprender las acciones que desee. Hoy, cuando eso sucede en el ámbito del trabajo, el trabajador no 
tiene derecho a emprender acciones porque todo está cubierto por la ley. Después forma parte del 
ámbito judicial si eso se viabiliza o no 


En la ley_ de accidentes de trabajo se establece la contrapartida de impedir al trabajador ir contra su patrón si 
se cumplieron con las normativas básicas. 


Quería advertir esto porque de repente la entidad que recibe voluntarios podría pensar que está cubierta 
simplemente por contratar el seguro que dispone la ley, pero con el actual ordenamiento legal no se podría 
asegurar y garantizar a la entidad que lo realiza. 


SEÑOR CERSÓSIMO.- Con este proyecto de ley propugnamos a establecer esa limitación, es decir, a 
garantizar al voluntario que tiene una cobertura, una posibilidad de indemnización y de cobro de 
seguro más si está el Banco de Seguros del Estado, y a limitar a la institución que brinda esos servicios 
en cuanto a posibles reclamos, obligándola a contratar un seguro. De esa manera emparejamos la 
situación. 


Me parece que el criterio de esta Comisión es consagrar en este proyecto de ley una similar limitación y 
cobertura que la establecida en ley de accidentes de trabajo, es decir, que las instituciones sociales y de 
voluntariado estén cubiertas pero que a su vez el voluntario también tenga seguridades de cobro y riesgos 
cubiertos, limitando posibles demandas. Siempre existe la posibilidad de culpa grave por eso hablaba de la 
responsabilidad extracontractual, que genera no solo el recupero de parte del Banco hacia la indemnización 
del empleador, sino también la posibilidad de reclamar más por la vía civil en acción de responsabilidad 
extracontractual por daño moral, etcétera, que se genere por haber incurrido en dolo o culpa grave. 


Inclusive, en el caso de accidentes de trabajo existe una limitación, salvo que se incurra en culpa grave o 
dolo, respecto a que se pueda reclamar tanto por el Banco en recupero como por el trabajador en el exceso de 
daño que se le realice. En definitiva, la idea es generar una limitante igual. 


SEÑOR DE POLSI.- De acuerdo, pero quiero advertir de las dificultades que eso podría acarrear. 
Cuando eso se realiza en el ámbito del trabajo, la persona ya tiene un salario específico por su 
actividad, pero en este caso, de pronto, estamos hablando de una persona que todavía no tiene ingresos 
imaginemos una situación límite y que quede con una incapacidad total para toda remuneración a 
partir de ese momento. De esta forma le estaríamos impidiendo acceder por la vía civil a algo que en 
cierta forma recompense su futuro. 


Es un tanto complicado fijar una limitación de ese tipo para alguien que todavía como sucede con la mayoría 
de los voluntarios no ha ingresado al mercado de trabajo. Me parece que le estaríamos limitando muchísimo 
las posibilidades de resarcirse por ese accidente. Como ocurre en la Justicia, se tiene que demostrar la 
culpabilidad de la entidad para que se establezca el lucro cesante o el daño moral. Lo que advierto es que 
puede ser dificultoso establecer una limitación de ese tipo en el caso del voluntariado. Habría que pensarlo 
más. 


SEÑOR CERSÓSIMO.- Por eso insistíamos en los fictos. Los modelos que existen a nivel internacional 
trabajan sobre fictos: el voluntario no recibe remuneración, pero a la hora de darle una cobertura de 
seguros se establecen fictos para el riesgo que asume. 


En ese sentido, nos gustaría que nos informaran sobre los diseños que hay en materia de seguros para estos 
casos, que ya existen en el mundo y que han solucionado este tema. Que sea difícil establecerlo no quiere 
decir que sea imposible; la limitación de la ley es lo que buscamos porque queremos un voluntariado en que 
las instituciones los voluntarios estén cubiertos respecto a seguridades de cobro e indemnización de sus 
posibles siniestro. Tampoco queremos que las instituciones, que generalmente son sin fines de lucro, se vean 
amenazadas, en riesgo permanente de recibir demandas sin límites. 


SEÑORA PEREYRA.- Tal vez a los visitantes los podemos eximir de lo solicitado por el señor 
Diputado Cersósimo respecto a analizar situaciones a nivel internacional porque acá tenemos 
legislación comparada; quizás nos resulte más fácil buscar esa información de aquí. 


En realidad, a nosotros nos está resultando muy difícil definir este tema porque se trata de una línea muy fina 
y ambigua. Además debemos buscar la seguridad para las dos partes, porque de eso se trata cuando uno debe 
legislar. Se vieron distintas posibilidades. 


Cuando escuchaba a los visitantes analizaba a las personas que pueden ser voluntarias durante el fin de 
semana, pero que además un trabajo durante la semana. Si se caen del techo de una casa, se pueden quebrar 
un brazo o se pueden matar. En ese sentido, son infinitas las situaciones que se pueden dar. 


Nuestra gran preocupación es definir cuál es el límite entre el voluntariado y lo que se puede, porque siempre 
hay situaciones que no van a ser posibles de cubrir. Es imposible cubrir todas las situaciones que podrían 
darse en la vida. 


Nos gustaría saber cuál sería la mejor cobertura, desde una globalidad, que permita legislar amparando a las 
dos situaciones: a los voluntarios, y a las instituciones, ya sean públicas o privadas, que utilizan el 
voluntariado como parte de una gestión que pretende ser solidaria. 


Reitero que nuestra preocupación es grande. En lo que a mí respecta, es difícil visualizar, tener la justa 
medida. Estamos invitando a diferentes personas para tratar de ver cuál sería la opción más equitativa, más 
justa, para todas las partes. | Lo digo, sobre todo, porque en algunos casos es voluntad de este Gobierno y me 
parece que de todos instrumentar una política que permita una sociedad con cierta solidaridad y que no se 
perjudique a unos ni otros. Hay que tener en cuenta el caso de una persona que trabaja durante toda la 
semana, es voluntaria, y sufre un accidente gravísimo a raíz del voluntariado que no le permite seguir con su 
tarea ni mantener a su familia. 


Es cierto que uno no puede contemplar todas las situaciones. Habría que ver y en eso sentimos la necesidad 
de ayuda o de aportes cuáles son las situaciones más importantes que se deben cubrir con esto a efectos de 
legislar con cierta certeza y equidad en estos casos. Cuando uno legisla no es para favorecer a quienes 
brindan sus horas solidariamente ni a la institución, sino que se hace en un marco de justicia y equidad. 


Necesito saber cuáles son los grandes bloques de situaciones que nos permitarán valorar y tomar lo más 
importante. Hay que saber qué es lo más importante y medular a establecer en una ley para contemplar todo 
esto que estamos hablando. 


SEÑOR CERSÓSIMO.- La Diputada Pereyra no me interpretó bien. Yo no pido legislación 
comparada a los representantes del Banco de Seguros para que se la den a la Casa de las Leyes. Es al 
revés, les pido productos de seguros que existen, porque sabemos que hay legislación comprada. 
Hablamos del caso de España, donde hay una norma que tomamos como base en la elaboración de este 
proyecto, que establece la obligatoriedad del seguro para los voluntarios. Entonces, ¿qué productos 
han generado las instituciones aseguradoras para cumplir con esa normativa legal? 


En base a eso, nos podrían dar el diseño del producto, riesgo, fictos, indemnizaciones, rentas, riesgo de vida, 
etcétera. O sea que no me refería a la legislación comparada. 


SEÑOR IBARRA.- Hemos tomado nota y sin duda la versión taquigráfica será muy útil para leer los 
planteamientos de la delegación del Banco de Seguros del Estado. 


Es claro que hay una variedad muy grande de posibilidades para lograr una solución que contemple las 
aspiraciones de la Comisión y del proyecto de ley, pero quiero ir a lo práctico. 


En muy pocos días estaremos terminando con esta iniciativa, la votaremos en Comisión y pasará a la Cámara 
de Diputados. Tenemos un proyecto que viene del Senado de la República, tenemos la Ley N* 17.885, de 
2005, que en el literal F) de uno de sus artículos también habla del seguro por accidentes. Sobre la base de la 
redacción que tenemos en este momento que es la ley original y la propuesta del Senado de la República, me 
atrevería a pedir a la delegación que analice, en virtud de todo lo expuesto, si es posible contar con una 


solución definitiva. Quiero sacarme la duda y evitar que una vez aprobada la ley estemos en una situación en 
la que el Banco de Seguros del Estado no pueda hacer nada. No creo que únicamente se pueda profundizar 
esto a través de la reglamentación de ese literal F) del artículo 6”. 


Desde el punto de vista conceptual general me gustaría que nos dijeran tal vez no lo puedan expresar ahora si 
la redacción que viene del Senado de la República, la redacción original del literal F) del artículo 6* y alguna 
otra propuesta que está por allí, habilitarían a instrumentar el seguro para los voluntarios. Es decir No quiero 

llegar a tener la ley aprobada y luego estar con los brazos cruzados porque el Banco de Seguros del Estado se 
encuentra frente a un impedimento legal. 


Eso es lo que me preocupa. De repente, si tenemos que esperar una semana más, lo haremos, pero es muy 
importante este tema y tenemos que encontrar una solución lo más exacta posible. 


SEÑOR CERSÓSIMO.- Estoy en un todo de acuerdo con el señor Diputado Ibarra; él lo expresó 
mejor que yo por su mayor experiencia y capacidad legislativa. La idea era esa. 


Es oportuno hablar con nuestros visitantes porque sería bueno que el Banco vaya generando productos a fin 
de atender la disposición de tener un seguro obligatorio para el voluntariado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que la Comisión puede hacer suya el planteo de los señores Diputado 
Ibarra y Cersósimo. 


Les acercaremos la ley vigente del voluntariado a los efectos de que, en el plazo más corto posible, nos 
remitan un primer diseño de productos, y los costos asociados, que podrían ser viables desde el punto de vista 
del Banco. 


Se manejó la alternativa de tener un solo seguro para las actividades más riesgosas en base a la definición de 
actividades riesgosas que hace el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. Acá estamos trabajando con la 
hipótesis de un seguro universal para que todos los voluntarios puedan estar cubiertos. Ese es el escenario 
ideal. Desde el punto de vista filosófico, la bancada oficialista creo que también el resto parte de esa base y 
por eso quizás la complejidad sea mayor. 


SEÑOR CASTRO.- Quedamos a su disposición y trataremos de aportar lo que podamos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia de las autoridades del Banco de Seguros del 
Estado. Les enviaremos la ley en vigencia para que nos puedan dibujar algunos de los escenarios 
posibles respecto de este producto. 


Muchísimas gracias. 
(Se retiran de Sala las autoridades del Banco de Seguros del Estado) 
(Ingresa a Sala el escribano Carlos Scirgalea) 


——- La Comisión da la bienvenida al escribano Carlos Scirgalea, Grado 5 de Derecho Tributario de la 
Facultad de Derecho de la Universidad de la República. Le agradecemos mucho la rápida comparecencia ante 
nuestro requerimiento. Como habrá visto en la comunicación que le enviamos, esta Comisión esta trabajando 
en un proyecto relativo al voluntariado social que complementa una ley existente. 


Como tenemos algunas dudas, particularmente, en relación al artículo 10 del proyecto de ley que tenemos a 


consideración, queríamos contar con la opinión de expertos en la materia a fin de evitar incurrir en 
contradicciones. 


SEÑOR SCIRGALEA.- Es un honor poder colaborar con ustedes. 


Antes de dar mi opinión quisiera hacerles una pregunta. Estuve tratando de ubicar los antecedentes de esta 
norma en la página web del Palacio, pero no sé si se es porque la página no funciona bien o no están 


colocados allí, no los pude encontrar, por lo tanto, me quedan algunas dudas. 


La primera duda no sé si ustedes me la podrán aclarar está relacionada directamente con el artículo 10, y es el 
artículo 4”. El artículo 10 que exonera a las entidades dice: "Facúltase al Poder Ejecutivo a bonificar y/o 
exonerar de tributos a las entidades en las que se desarrollen acciones de voluntariado en el marco de la 
ejecución de planes, programas y proyectos que persiguen finalidades u objetivos propios del bien común". 
Por su parte, el artículo 4” define qué se entiende por entidades y dice: "(Entidades en que se cumplen 
acciones del voluntariado).- Las acciones de voluntariado se desarrollarán en el marco de asociaciones civiles 
sin fines de lucro, fundaciones, instituciones de educación formal y no formal cualquiera sea su forma 
jurídica, que participan en programas o proyectos de desarrollo social y que persiguen finalidades y objetivos 
propios del bien común". Mi única duda es a qué refiere el artículo 4” cuando dice: "educación no formal". 


Todas las otras entidades ya tienen exoneraciones propias emanadas de los artículos 5 y 69 de la Constitución 
y de leyes que reglamentaron esos artículos. Entonces, si no hubiera algo especial, no entiendo qué 
exoneración se estaría otorgando a través del artículo 10. 


SEÑOR SILVERA.- ¿Quiere decir que el artículo 10 sería redundante? 


SEÑOR SCIRGALEA.- A mi entender, cuando se delega al Poder Ejecutivo la facultad de exonerar 
puede referirse a dos aspectos diferentes. Uno sería exonerar algo que no está exonerado; ahí sí surge 
un problema doctrinal, jurisprudencial, etcétera sobre la reserva de la ley, que es lo que los 
preocupaba a ustedes. El otro aspecto es en el que el Poder Ejecutivo tiene obligación, aun cuando no 
se estableciera en sus facultades de reglamentación. Cuando se otorga una exoneración, siempre vamos 
a tener una resolución del Poder Ejecutivo, inclusive en los casos que emanan de los artículos 5 y 69 de 
la Constitución. ¿Por qué? Porque para otorgar la exoneración el Poder Ejecutivo analiza si esas 
instituciones, ya sean de enseñanza, culturales o religiosas, cumplen con los requisitos que establecen la 
Constitución y las leyes reglamentarias. En esos casos, lo que hace el Poder Ejecutivo es otorgar una 
exoneración en base a una disposición legal después de verificar si se cumplieron los requisitos 
establecidos en la norma. Generalmente, el Ministerio de Educación y Cultura dicta una resolución 
que dice: '"Exonérase a la Fundación [...]", o "Exonérase a la Asociación Civil [...]" de tal cosa. Si bien 
algunas normas inclusive las que regulan los artículos de la Constitución plantean una exoneración 
bastante genérica, en ciertos casos no lo hacen, por ejemplo, cuando refieren a la importación de 
bienes. En esos casos se establece que se deben cumplir determinados requisitos y el Poder Ejecutivo 
debe hacer un control más estricto. Pero entiendo que se trata de cosas diferentes. 


Si las instituciones incluidas en el proyecto no estuvieran exoneradas por ninguna norma, deberíamos 
analizar si el artículo 10 es o no constitucional en base a la reserva de la ley. Si las instituciones que están 
comprendidas en el artículo 4” ya tienen exoneraciones por disposición constitucional o legal, el artículo 10 
estaría sobrando, a no ser que se haya querido establecer que el Poder Ejecutivo, en base a esa norma, debe 
realizar el control de los requisitos a fin de saber si esas entidades podrían beneficiarse con las exoneraciones 
que están previstas en forma genérica. 


Estuve tratando de encontrar alguna versión taquigráfica donde hubiera una definición al respecto, pero no la 
hallé. Tengo claro que hubo una ley que refería a instituciones públicas y que este proyecto de ley tiene 
relación con instituciones privadas, pero dichas instituciones de acuerdo al texto ya están contempladas en 
exoneraciones que establece la Constitución. 


La única duda que tengo no desde el punto de vista práctico, porque conozco el mecanismo, sino en cuanto a 
lo que ustedes piensan es cuando dice "no formal". El Ministerio de Educación y Cultura tiene claro qué es 
educación formal y qué es educación no formal, y cuando se instala un instituto, ya sea para una cosa o para 
la otra, se requiere de la autorización del Poder Ejecutivo, quien se basa en normas preexistentes de nivel 
constitucional y reglamentarias, porque los artículos 5” y 69 tienen sus leyes correspondientes, que establecen 
los requisitos a cumplir. Entonces, sería fundamental que se dilucide yo no lo puedo hacer porque no lo sé 
qué quisieron establecer en el artículo 4*. 


SEÑOR SILVERA.- Cuando estábamos analizando el artículo 10 se nos planteó la duda acerca de su 
constitucionalidad, en virtud de que, según nuestro modesto entender se podría estar desconociendo el 


principio de reserva de ley, por todo aquello usted conoce todo esto mejor que nosotros de la delegación 
del Poder Legislativo en el Poder Ejecutivo. Por lo tanto, nos preocupaba aprobar una norma que, en 
lugar de constituir un buen instrumento para el Gobierno, fuera un problema y llevara a sucesivas 
acciones de inconstitucionalidad, que no es lo que queremos. 


Entonces, quisiera saber teniendo en cuenta las salvedades que realizó el escribano Scirgalea con respecto a 
las instituciones u organismos que ya se encuentran exonerados, ya sea a través de la Constitución de la 
República o de la ley si el artículo 10 sería o no inconstitucional con respecto a las instituciones que no están 
exoneradas por ninguna norma. 


SEÑOR MICHELINI.- Quisiera pedir disculpas al escribano Scirgalea porque no se le hayan 
proporcionado los textos correspondientes a fin de que su contribución fuera más provechosa aún de lo 
que ya es. 


El artículo 4” establece el ámbito en donde se van a cumplir las acciones de voluntariado, y el artículo 10 
otorga al Poder Ejecutivo la facultad de exonerar tributos a esas entidades. 


En lo personal entiendo que el artículo 69 de la Constitución tiene una interpretación restrictiva porque habla 
de "Las instituciones de enseñanza privada y las culturales [...]". Digo esto porque puede haber una 
institución que se dedique al voluntariado que no tenga una definición stricto sensu cultural. Por lo tanto, el 
artículo 10 estaría ampliando el ámbito de aplicación del artículo 69 de la Constitución, máxime teniendo en 
cuenta que por vía de decreto se ha restringido aún más la línea de exoneración de las contribuciones 
especiales de seguridad social establecidas en el mencionado artículo 69. 


La idea original del proyecto es promover las acciones de voluntariado y nosotros estamos haciendo 
consultas porque muchas veces la intención del legislador no se ve plasmada en la práctica; en ocasiones, lo 
que se hizo con el objetivo y el propósito de promover termina siendo restrictivo; esto lo veíamos con el caso 
del seguro: queremos incluir un seguro, pero debemos tener en cuenta que se pueda aplicar. 


Por último, me parece que las instituciones de educación no formal están definidas en la Ley General de 
Educación, la cual establece con claridad qué se entiende por educación no formal. 


Por tanto, el artículo 10 hace una ampliación porque incluye a las entidades asociaciones o fundaciones sin 
fines de lucro, las cuales no tienen por qué ser culturales. Todos sabemos que algunas organizaciones realizan 
una actividad de promoción de bienestar, pero no tienen un sentido estrictamente cultural. Si bien podríamos 
asumir una definición amplia de cultura que puede ser compartible si se toman en cuenta las definiciones de 
la UNESCO, la experiencia nacional indica que cuando la Administración decide este tipo de cosas se basa 
en definiciones más estrictas. 


SEÑOR SCIRGALEA.- En la práctica, el Ministerio de Educación y Cultura exonera a todas las 
asociaciones civiles sin fines de lucro, como las fundaciones, siempre que cumplan con los requisitos 
establecidos. Y cuando se refiere a educación, habla de instituciones de educación formal y no formal, o 
sea que entrarían en el artículo 69 de la Constitución. 


Dejando de lado que podría haber dudas en cuanto a que el artículo 4% no llegara a contemplar las 
instituciones que ya están exoneradas, entraríamos en el artículo 10, que era lo que a ustedes les interesaba. 


Por lo que pude apreciar no lo puedo aseverar, este proyecto no viene del Poder Ejecutivo, sino que es de 
iniciativa del Senado. Entonces, el artículo 10 sería inconstitucional, porque requiere iniciativa del Poder 
Ejecutivo. Esta opinión es en base a la información a la que tuve acceso porque no pude ver las versiones 
taquigráficas. Voy a hacer un comentario por fuera de la teoría, basándome más en mi experiencia de 
participación en todos los Presupuestos, Rendiciones de Cuentas y, especialmente, como asesor de una de las 
bancadas en la reforma tributaria. Una de las cosas que repetía casi continuamente el equipo económico era 
que se había estructurado un régimen especial de exoneraciones, y dado que este artículo no cuenta con la 
iniciativa del Poder Ejecutivo podría estar fuera de lo que el Poder Ejecutivo estaría deseando exonerar; no 
digo que lo sea, pero podría serlo. 


Como bien saben los señores Diputados, tenemos las exoneraciones que están en los artículos 5 y 69 de la 
Constitución de la República; el Poder Ejecutivo actúa en ambos casos solo a los efectos de controlar si están 
contemplados los requisitos establecidos en las normas constitucional y legal reglamentaria para otorgar o no 
la exoneración. 


En cuanto al principio de legalidad, es bien claro que surge de los artículos 10 y 85 de la Constitución de la 
República. 


Con respecto a las exoneraciones, los artículos expresos el 133 y_ el 298 de la Constitución de la República 
establecen que se requiere la iniciativa del Poder Ejecutivo, pero a los efectos de crear la ley, por lo cual 
quedaría perfectamente claro que las exoneraciones solamente pueden otorgarse por ley. Pero de esto 
tampoco tienen dudas los señores Diputados. 


La duda es en cuanto a la posibilidad o no de delegar. No hay ninguna norma constitucional que lo prohíba. 
Si partiéramos de la base exclusivamente normativa, tendríamos que decir que lo que no está prohibido, está 
permitido, o sea que se podría. Sin perjuicio de eso, hay principios generales de derecho, doctrina e, 
inclusive, jurisprudencia aunque no son fuentes de derecho en nuestro país que se plantearon particularmente 
cuando se aprobó el Código Tributario. En su apartado final, el artículo 2* establece, precisamente, 
posibilidades de una delegación, que fue lo que provocó más comentarios. El último inciso del artículo 2* del 
Código Tributario establece algo en cuanto a las alícuotas y demás. Si bien es una ley y podría ser modificada 
por otra ley, ha recogido todos los principios en materia de derecho tributario, no solo de Uruguay, sino de 
América Latina. 


Se establece que el futuro legislador, en una nueva ley esto ha sido bastante criticado puesto que en un 
artículo se pone lo que debería hacer otro legislador posterior, lo que no tendría sentido porque el Poder 
Legislativo resuelve lo que le parece podría delegar las exoneraciones. Pero agrega que no se trata, como 
establece el artículo 10 del proyecto, simplemente de delegar en el Poder Ejecutivo, sino que así fue 
determinado por la Suprema Corte de Justicia. Habla de determinar las condiciones y límites de las 
exoneraciones establecidas por la ley. O sea que la ley debería establecer cuáles serían las condiciones de 
exoneración o los límites de la exoneración y luego dejar librada la parte práctica al Poder Ejecutivo que, en 
base a esas pautas que la ley fijó, sí podría disponer estudiando el caso concreto en cada una de las 
oportunidades si se cumplen o no esas pautas. 


En algunos casos, la doctrina entiende que el Poder Legislativo ha delegado determinadas facultades en el 
Poder Ejecutivo en forma presuntamente inconstitucional; yo no diría eso porque la única forma de que sea 
inconstitucional es que la Suprema Corte de Justicia lo declare así. Personalmente, interpreto que lo que 
quiso decir el legislador en el artículo 2* es que la ley es la que fija los parámetros: exonera a determinadas 
situaciones, a determinados hechos, por determinados tiempos, de determinados impuestos o de lo que fuera, 
y después el Poder Ejecutivo cumpliría con esa exoneración en la parte práctica. 


Según mi criterio, el artículo 10 tiene el inconveniente de que es una exoneración total: no dice ni de qué se 
exonera. O sea que no se sabe si exonera de tributos en forma general impuestos, tasas y contribuciones; si 

son nacionales o municipales; si son por determinado tiempo o permanentes; le da total discrecionalidad al 

Poder Ejecutivo de exonerar a las entidades que actúan en el voluntariado. 


¿Qué elementos tomaría el Poder Ejecutivo a los efectos de determinarlo? Pienso que va a dictar una 
reglamentación, pero esta queda librada exclusivamente al Poder Ejecutivo. En definitiva, la ley que sería la 
que tiene la facultad de exonerar no intervendría para nada. Pienso que sí puede delegarse en el Poder 
Ejecutivo en la medida en que se le fijen límites, pero no en forma amplia, como está establecido acá. Según 
mi humilde criterio, este artículo 10 no se podría aprobar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Usted está diciendo que este artículo no es inconstitucional, pero que, de 
alguna manera, el artículo formulado así es como una especie de cheque en blanco que el legislador da 


al Poder Ejecutivo? ¿Estoy interpretando correctamente? 


SEÑOR SCIRGALEA.- Sí. 


Vuelvo a repetir que el Código Tributario es una ley. Si bien todos tenemos claro que en el orden de la 
pirámide jerárquica los códigos no están por encima de las leyes, sino que están en un pie de igualdad, son 
algo un poco especial por todo su contexto, y también son mirados también en forma muy especial, a tal 
punto que cuando se van a modificar se crea una Comisión de notables, porque no son leyes comunes. 
Entonces, lo que según mi criterio dice el artículo 2* del Código Tributario es que lo que se puede delegar en 
el Poder Ejecutivo es la aplicación práctica. O sea que la ley debe fijar los límites. 


¿Qué es lo que quieren exonerar ustedes, legisladores? ¿Todos los tributos impuestos, tasas, contribuciones? 
¿Por cuánto tiempo? ¿En qué casos? ¿Para qué? ¿En forma total o parcial? 


Se han planteado una cantidad de delegaciones en otras normas que, inclusive, dieron lugar a comentarios 
respecto de su inconstitucionalidad. Sin embargo, como el que está exonerado es el que está beneficiado, no 
va a plantear una acción de inconstitucionalidad; quien podría verse afectada sería la comunidad en su 
conjunto porque va en detrimento de los ingresos de las arcas del Estado, pero la comunidad en su conjunto 
no cumple con los requisitos para plantear una acción de inconstitucionalidad. O sea, la doctrina dice que 
esas normas son inconstitucionales, pero en definitiva no es que sean inconstitucionales porque no fueron 
declaradas de esa manera. 


Como decía el señor Presidente, para hacer las cosas bien y que nadie pueda comentar que ese artículo está 
violando la Constitución aunque la única que lo podría decir sería la Suprema Corte de Justicia, deberían fijar 
cuáles son los parámetros, que ustedes entienden como Poder Legislativo, en los cuales el Poder Ejecutivo 
podría exonerar. O sea, dejarle márgenes, decir "entre esto y esto, el Poder Ejecutivo, mirando tales 
circunstancias, podrá hacerlo". Esto también es mucho más difícil cuando se trata, por ejemplo, de proyectos. 
En la ley de promoción de inversiones hay una cantidad de delegaciones, pero se manejan otro tipo de cosas, 
como montos, cantidad de personal que se va a emplear y demás. Entonces, es mucho más fácil darle la 
potestad al Poder Ejecutivo en el sentido de decirle que si esto se cumple entre determinados márgenes, 
puede exonerarlo. Pero en el caso del voluntariado no me imagino conozco poco cómo funciona a cuáles les 
podría decir que sí y a cuáles les podría decir que no. ¿A quién aporta más cantidad de gente para que ayude 
en el voluntariado? La cantidad no hace a la eficiencia, porque podría aportar cien, y lo que le aporta a la 
sociedad es uno, y capaz aporta uno y a la sociedad le aporta cien. Creo que si la intención del Parlamento es 
que se exoneren aquellas que no están exoneradas, deberían fijarse los parámetros en cuanto a especie de 
tributos que se exonerarían, porque así como está, inclusive podrían llegar a exonerarse las contribuciones a 
la seguridad social, porque dice "tributos". O sea que todos los que trabajen en una institución de este tipo 
podrían no pagar aportes patronales ni aportes obreros, cosa que no creo que el Parlamento esté pensando. 
Entonces, en ese caso, inclusive cambiaría el término "tributo" por "impuesto". 


El tema tasas también es bastante delicado, porque, salvo en casos muy especiales como alguna tasa registral 
o ese tipo de cosas, normalmente siempre hay gastos por parte del Estado porque hay una contraprestación, y 
lo normal es que esas tasas se paguen. Entonces, en la especie tributaria, creo que el Parlamento debería 
decidir qué es lo que quiere exonerar, para no dar lugar a dudas posteriores que van a quedar libradas al 
Poder Ejecutivo. De lo contrario, podría suceder lo que ocurrió con la reforma tributaria. Como profesor de 
Derecho Tributario conozco las diferentes interpretaciones que se fueron dando. Inclusive, los señores 
legisladores, cuando trataron el proyecto de ley, pensaban que estaban votando algo y, en definitiva, cuando 
se aplicó en la realidad era una cosa diferente a la que habían aprobado, porque al ser tan amplio quedó 
librado al Poder Ejecutivo, y el Poder Ejecutivo delegó en la DGI. Nosotros, profesores de Derecho 
Tributario pobrecitos de nosotros, en ese momento íbamos, dábamos las clases y decíamos, por ejemplo, que 
el Impuesto a la Renta era de una manera. Al día siguiente, íbamos y decíamos que todo lo que habíamos 
dicho ayer, hoy la DGI lo había cambiado. Pienso que lo que ustedes quieren con este tipo de consultas es 
que no les pasen estas cosas. 


SEÑOR SILVERA ARAÚJO.- ¿Usted entiende conveniente que este artículo cuando digo conveniente 
hablo de la legalidad y que esté de acuerdo a los principios generales del Derecho y del Derecho 
Tributario sea aprobado en esta Cámara con este texto tan carente de parámetros como ha expresado, 
sin fijar límites y dejando la discrecionalidad del Poder Ejecutivo sin ningún tope ni barrera? 


SEÑOR SCIRGALEA.- Si fuera integrante de la Comisión, no lo votaría. 


SEÑOR MICHELINI.- He escuchado atentamente las observaciones y repasaremos la versión 
taquigráfica, porque cuando vamos a analizar un texto, la propia interpretación genera un espacio de 
discrecionalidad o de énfasis. Esto ocurre con todas las leyes, entonces la idea es tratar de legislar lo 
más preciso posible. Entiendo que se trata de un enfoque distinto. En lugar de dejar este artículo 10, 
que incide con esta facultad, tendríamos que declarar que las instituciones del artículo 4” son 
asimilables a las establecidas en el artículo 69 a los efectos de igualarlas en el marco de los proyectos. 
Creo que allí estaríamos en la lógica de darles ese beneficio a instituciones sin fines de lucro, que no 
necesariamente tienen que ser una fundación que promueva un fin social comunitario. Estoy pensando 
en la seguridad vial, que exige mucho voluntariado. Si uno va a la definición estricta de cultura, la 
seguridad vial es casi una aplicación de normas técnicas. Dejo planteada esta propuesta. 


SEÑOR SCIRGALEA.- Me gusta la idea, y ha sido algo bastante común que se hayan incorporado al 
artículo 69, por medio de normas interpretativas, una cantidad de normas. Si uno agarra el Título 3 
del Texto Ordenado va a encontrar un montón de normas que a simple vista no tienen nada que ver. 
Por decir algo, la Caja de Jubilaciones y Pensiones Profesionales está declarada incluida dentro de este 
artículo, y si uno lo mira no tiene nada de cultural. Pero la ley así lo declaró y en ese sentido entra en el 
régimen de exoneraciones. Creo que con eso se solucionaría, inclusive no entrarían en la 
inconstitucionalidad de la falta de iniciativa del Poder Ejecutivo. 


SEÑOR GARINO GRUSS.- A los efectos de una mejor redacción y de buscar un orden sistemático con 
el resto del ordenamiento jurídico y del Código Tributario, ¿usted recomendaría una exoneración? 
Como se ve en el artículo 10, bonificar y exonerar tributos abarca una gran gama, hasta pueden entrar 
temas de la seguridad social, y no me parece que ese sea el espíritu. ¿Cuáles recomendaría? ¿Cuándo 
tendríamos problemas con respecto a los que son tributos municipales? Me parece que no se podría 
abarcar esa exoneración. A tales efectos, quisiera alguna recomendación o algunos ejemplos concretos 
sobre las exoneraciones que podrían estar comprendidas. 


SEÑOR SCIRGALEA.- Es bastante complicado hacer un artículo de ese tipo, dado que al no saberse 
exactamente qué entidad va a estar actuando, no se va a saber cuáles serían los tributos que estaría 
pagando, IRAE, IVA, lo que fuera. Me parece complicado entrar a delimitar de cuáles tributos se 
exonera, porque habría que ver cada caso en particular. Tampoco sé si la voluntad de ustedes es 
exonerar total, parcialmente o en virtud de algo. Como decía antes, no es lo mismo una entidad que 
pone una persona que otra que pone diez; no es igual una entidad cuya eficiencia es cien que otra que 
es cincuenta. Supongo que cuando ustedes hablan de exonerar o bonificar lo piensan en relación con el 
aporte que se hace a la sociedad; de lo contrario, mañana mismo hago una fundación, pongo a una 
persona y me dan el ciento por ciento de las exoneraciones. Creo que no es lo que están buscando. 


Dada la heterogeneidad de las posibles entidades que podrían llegar a integrar esto, que no sabemos cuáles 
son, veo complicado determinar cuáles serían las exoneraciones, salvo que ustedes expresamente quieran 
exonerar determinados tributos de antemano. Por ejemplo, en la ley de promoción de inversiones hay equis 
tributos que se han exonerado y otros que no. Se exonera del Impuesto al Patrimonio, del Impuesto a la 
Renta, del IVA en el caso de importaciones de bienes de capital, etcétera. Se exonera de tributos puntuales, no 
de todos. 


SEÑORA SANSEVERINO.- Muchísimas gracias por la información que nos brinda, más que 
necesaria en momentos en que estamos con el deseo de aprobar prontamente este proyecto. 


La parte final del artículo 10 decía "en el marco de la ejecución de planes, programas y proyectos" que 
desarrolla el voluntariado. Con esa frase se quiso delimitar, lo cual obviamente no hemos conseguido. 


El artículo 10 de la Ley N” 17.885 actualmente vigente dice: "Las instituciones públicas que promuevan la 
participación voluntaria en actividades de interés general, procurarán obtener bonificaciones o reducciones en 
el costo de medios de transporte público u otros beneficios análogos que posibiliten el cumplimiento de las 
funciones asignadas a los voluntarios". Ese texto pretendía concentrarse en algunas de las bonificaciones o 
exoneraciones para poder delimitarlas. No sé si este tipo de redacción serviría, aunque si nos quedamos con 
la propuesta del señor Diputado Michelini, el artículo 10 desaparecería y sería sustituido por otro texto. 


SEÑOR CERSÓSIMO.- De acuerdo con el asesoramiento del escribano Scirgalea, no sería conveniente 
votar afirmativamente el artículo 10 así como está por su generalidad y por no establecer parámetros 
para otorgar exoneraciones. A nuestro criterio afecta los artículos 7” y 8” de la Constitución. ¿Es así? 


Como la Comisión quiere sacar este proyecto adelante y nuestra voluntad es otorgar exoneraciones a este tipo 
de instituciones, la idea es hacer una elaboración mejor de este artículo. ¿De ese modo no habría 
inconvenientes? 


SEÑOR SCIRGALEA.- En el caso que plantea el señor Diputado Cersósimo, inclusive si se comentara 
que el artículo es inconstitucional, supongo que la Comisión puede establecer contactos con el Poder 
Ejecutivo que será el primero en observar la inconstitucionalidad para analizar si dejan o sacan el 
artículo. Normalmente se trabaja así. No está la iniciativa pero al cabo de los años que tengo de 
vinculación con el Parlamento he visto que, a veces, se manda un proyecto idéntico y se adjunta; o sea 
que la parte formal se cumple. 


Si no quieren que la doctrina o el pueblo digan que pusieron una exoneración discrecional, con todos esos 
comentarios que puede llegar a hacer la prensa a los efectos de desmerecer el proyecto, sinceramente no 
aconsejaría dejar el artículo como está. Me parece que la propuesta del señor Diputado Michelini sería la más 
sencilla solución, porque no entrarían en la parte de exoneraciones. 


El artículo que mencionaba la señora Diputada Sanseverino se refiere a conceptos totalmente diferentes, dado 
que las exoneraciones que se establecen no son tributarias sino que se habla de alguna tarifa, de algún precio 


y en ese caso no hay problema de reserva de ley. No habría problema que se pusiera en forma genérica o 
discriminada porque no se entra en de las trabas de la Constitución. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos las opiniones brindadas por el señor escribano Scirgalea que 
tendremos en cuenta a la hora de tomar decisiones. 


SEÑOR SCIRGALEA.- Quedo a las órdenes por si deciden dejar el artículo sobre exoneraciones y 
necesitan de mi ayuda a los efectos de fijar los parámetros. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Muchas gracias. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


